	
	QUEJOSO: _____________________

	
	

	
	AUTORIDADES RESPONSABLES: CONGRESO DE LA UNIÓN, PRESIDENTE CONSTITUCIONAL DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y OTRAS.

	
	

	
	DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO

	
	


C. JUEZ DE DISTRITO EN MATERIA ADMINISTRATIVA, ESPECIALIZADO EN COMPETENCIA ECONÓMICA, RADIODIFUSIÓN Y TELECOMUNICACIONES, CON RESIDENCIA EN LA CIUDAD DE MÉXICO, EN TURNO.

P R E S E N T E.-

______________________________, por mi propio derecho, señalando como domicilio para oír y recibir notificaciones el ubicado en _________________________________, así como autorizando en términos amplios del artículo 12 de la Ley de Amparo, para oír recibir notificaciones en mi nombre, para interponer los recursos que procedan, ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, intervenir en la diligenciación de exhortos, alegar en las audiencias, pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad por inactividad procesal y para realizar cualquier acto que resulte ser necesario para mi defensa, al Licenciado en Derecho __________, con cédula profesional, con número de registro en el Sistema Computarizado para el Registro Único de Profesionales del Derecho, ante los Órganos Jurisdiccionales número ______; señalando además, para efectos de comunicaciones no procesales, el correo electrónico _________ y el número telefónico móvil ____________; ante Usted, con el debido respeto comparezco para exponer:

Que con fundamento en lo dispuesto por los artículos 1, 103, fracción I y 107, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1o fracción I, 2, 3, 5, 17, 21, 107 fracción II, 108, y demás relativos y aplicables de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los Artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en adelante Ley de Amparo), por medio del presente escrito vengo a presentar escrito inicial de DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO, en contra de las autoridades y los actos que a continuación se precisan; por lo cual y para la procedencia de la misma, de conformidad a lo señalado por el artículo 108 de la Ley de Amparo, se realizan los siguientes señalamientos:

I.- NOMBRE Y DOMICILIO DE LA QUEJOSA: Han quedado debidamente establecidos en el proemio de la presente demanda.

II.- NOMBRE Y DOMICILIO DE LOS TERCEROS INTERESADOS: Al ser un amparo contra leyes, no existe tercero interesado.

III.-AUTORIDADES RESPONSABLES: Tienen ese carácter:

a) La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión;
b) La Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión;
c) El Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos;
d) La Secretaría de Gobernación;

e) La Dirección General del Diario Oficial de la Federación, dependiente de la Secretaría de Gobernación;
f) El Instituto Federal de Telecomunicaciones;
g) La empresa concesionaria prestadora del servicio de telefonía móvil de nombre __________, 

IV.- ACTO O ACTOS RECLAMADOS:

a) De la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión se reclama, la discusión y aprobación del Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021.
b) De la Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión se reclama, la discusión y aprobación del Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021.
c) Del Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos se reclama, la promulgación y la orden de publicación del Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021.
d) De la Secretaría de Gobernación se reclama, el refrendo del Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021.

e) De la Dirección General del Diario Oficial de la Federación, dependiente de la Secretaría de Gobernación, se reclama la publicación del Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021.

f) Del Instituto Federal de Telecomunicaciones reclamo, todos los inminentes actos de aplicación o ejecución de las disposiciones contenidas en el  decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021, señalando de manera enunciativa mas no limitativa, la integración del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil (en adelante PANAUT); los requerimientos que gire a las empresas concesionarias de telefonía móvil con el objetivo de ordenar el requerimiento de datos personales, incluyendo biométricos al suscrito; la integración de mis datos personales, incluyendo biométricos, en el PANAUT; la cancelación de mi línea telefónica móvil por la no incorporación de mis datos personales, incluyendo biométricos, en el PANAUT, o la negativa para otorgarme una o varias líneas telefónicas móviles nuevas por la misma causa.
g) De la empresa concesionaria prestadora del servicio de telefonía móvil reclamo, todos los inminentes actos de aplicación o ejecución de las disposiciones contenidas en el  decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 16 de abril de 2021, señalando de manera enunciativa mas no limitativa, la solicitud de mis datos personales, incluyendo biométricos, para ser integrados en el PANAUT; la cancelación de mi línea telefónica móvil por la no incorporación de mis datos personales, incluyendo biométricos, en el PANAUT, o la negativa para otorgarme una o varias líneas telefónicas móviles nuevas por la misma causa.

BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD MANIFIESTO QUE LOS HECHOS Y ABSTENCIONES QUE ME CONSTAN Y, SON CIERTOS Y CONSTITUYEN EL ACTO RECLAMADO, CONSISTEN EN LO SIGUIENTE:

V.- ANTECEDENTES

PRIMERO.- El suscrito es titular de la línea telefónica celular ____________, de la compañía ________________, como se prueba con el documento anexo al presente escrito.
SEGUNDO.- En la sesión ordinaria celebrada el día 10 de diciembre de 2020, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, aprobó el Dictamen con Proyecto de Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, para crear el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, cuya Minuta fue remitida a la Cámara de Senadores para su discusión y aprobación.
TERCERO.- En la sesión ordinaria celebrada el día 13 de abril de 2021, la Cámara de Senadores aprobó el Dictamen con proyecto de decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, remitiéndolo al Titular del Ejecutivo Federal para su promulgación y publicación en el Diario Oficial de la Federación.
CUARTO.- El día 16 de abril de 2021, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el Decreto por el cual se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones, previa promulgación del Presidente Constitucional de los Estados Unidos Mexicanos y refrendo por parte de la titular de la Secretaría de Gobernación.
La ley de que se trata establece, en el artículo 180 Quáter, la obligación genérica consistente en que el registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil es obligatorio para el usuario, quien deberá proporcionar identificación oficial, comprobante de domicilio y datos biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica móvil, previéndose una obligación específica para aquellas personas que a la entrada en vigor de dicha disposición cuenten con el servicio de telefonía móvil, prevista en el Transitorio Cuarto, consistente en que en caso de no realizar dicho trámite, les será cancelado “en forma inmediata” la prestación del servicio relacionado con la línea telefónica móvil de que se trate, sin derecho a reactivación, pago o indemnización alguna.
Es decir, distingue entre solicitantes de una nueva línea telefónica móvil a quienes les aplicaría la obligación genérica contenida en el artículo 180 Quáter y la específica que aplicaría a las personas que, a la fecha de entrada en vigor del Decreto de que se trata, tengan contratada una línea telefónica móvil con alguna de las empresas concesionarias de telecomunicaciones.
Por su parte, el artículo 180 Quintes determina que los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, deberán recabar e ingresar la información sobre la identidad, datos biométricos y domicilio del usuario, así como proporcionar la información con la cual se integrará el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil

Los mencionados actos son violatorios de los derechos fundamentales posteriormente señalados.
VI.- PRECEPTOS CONSTITUCIONALES Y CONVENCIONALES, ASÍ COMO DERECHOS VIOLADOS.
Artículos 1, 6, 16, 20 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Artículos 8, numeral 2, 11, numeral 2 y 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Artículos 7 y 11, numeral 1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 

El Artículo 5 del Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal.

Los actos reclamados violan en mi perjuicio, al menos, los siguientes derechos:

1. A la certeza y seguridad jurídica;

2. A la protección de datos personales, incluidos los biométricos;

3. A la oposición de entrega de datos personales, incluidos los biométricos;

4. A la presunción de inocencia;

5. Al acceso a las telecomunicaciones.

VII.- CONCEPTOS DE VIOLACIÓN.

PRIMERO.- El Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021, en adelante el Decreto, viola en perjuicio del impetrante el segundo párrafo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en consecuencia el numeral 2 del artículo 11 de la Convención Americana de los Derechos Humanos y el artículo 5 del Convenio para la Protección de las Personas con respecto al Tratamiento Automatizado de Datos de Carácter Personal.
Los preceptos vulnerados disponen: 
“Articulo 16.-  …

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

Artículo 11. Protección de la Honra y de la Dignidad
2. Nadie puede ser objeto de injerencias arbitrarias o abusivas en su vida privada, en la de su familia, en su domicilio o en su correspondencia, ni de ataques ilegales a su honra o reputación.

Artículo 5 – Calidad de los datos

Los datos de carácter personal que sean objeto de tratamiento automatizado: 

a.
se obtendrán y tratarán justa y legalmente; 

b.
 se registrarán para fines determinados y legítimos, y no se utilizarán de forma incompatible con dichos fines;

c.
C. serán adecuados, pertinentes y no excesivos en relación con las finalidades para las cuales se haya registrado;

d.
serán exactos y, si fuera necesario, actualizados; 

e.
se conservarán bajo una forma que permita la identificación de las personas concernidas durante un período de tiempo que no exceda del necesario para los fines para los cuales se hayan registrado.”
Los artículos 180 Quáter y Transitorio Cuarto del Decreto violentan los derechos humanos consagrados en las disposiciones referidas, al vulnerar los derechos inherentes a la intimidad, el honor, la reputación, la vida privada y, consecuentemente, la dignidad humana, por obligar al titular de una línea telefónica móvil, a entregar sus datos biométricos a las empresas privadas que prestan dicho servicio para posteriormente ser incorporados al Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, como se observa en la siguiente transcripción:

“Artículo 180 Quáter. El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil será obligatorio para el usuario, quien deberá proporcionar identificación oficial, comprobante de domicilio y datos biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica móvil, en términos de lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones administrativas de carácter general que al efecto emita el Instituto.”
Por su parte, el Transitorio Cuarto del Decreto vulnera dichos derechos al condicionar la continuidad en la prestación del servicio de telefonía móvil a la entrega de dichos datos biométricos, como se observa a continuación:

“Cuarto. En el caso del registro de líneas telefónicas móviles, en cualquiera de sus modalidades, adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, contarán con un plazo de dos años a partir de su publicación para cumplir con las obligaciones de registro a que se refiere el presente Decreto.

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, durante el plazo de dos años a que hace referencia el párrafo anterior, deberán realizar una campaña de información dirigida a sus clientes, con la anticipación que les permita cumplir con su obligación de registrar y actualizar sus datos. Para tal efecto los usuarios deberán presentar ante el concesionario o autorizado de que se trate la tarjeta SIM, así como la documentación fehaciente a que hace referencia el artículo 180 Ter de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión o a través de los medios tecnológicos que faciliten a los usuarios el registro. También deberán ser informados de que, en caso de no realizar dicho trámite dentro del plazo señalado, se les cancelará la prestación del servicio relacionado con la línea telefónica móvil de que se trate, sin derecho a reactivación, pago o indemnización alguna.

Transcurrido el plazo señalado para el registro de titulares o propietarios de las líneas telefónicas móviles, el Instituto solicitará a los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, a los autorizados, la cancelación en forma inmediata de aquellas líneas de telefonía móvil, que no hayan sido identificadas o·registradas por los usuarios o clientes.”
La previsión constitucional vulnerada dispone que en la protección y el tratamiento de datos personales podrá haber excepciones, mismas que deben ser establecidas en la ley y que invariablemente deben responder a razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud o para proteger derechos de terceros.
En el caso, el Legislador sostuvo razones de seguridad pública para prever la obligación de los usuarios de líneas telefónicas móviles de proporcionar sus datos biométricos a las empresas concesionarias, prestadoras de dicho servicio, plasmando expresamente en el artículo 180 Bis del Decreto que “el único fin” del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil “es el de colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables”.

Sin embargo, no se advierte en el Decreto de que se trata, una relación directa entre la existencia de un padrón de usuarios con datos biométricos y una eficaz investigación y persecución de los delitos, dado que no todos los delitos son perpetrados a través del empleo de una línea telefónica móvil.
Abona a la falta de relación directa mencionada, el hecho de que el Ministerio Público dispone actualmente de facultades para llevar a cabo la investigación correspondiente cuando la línea telefónica móvil se encuentre relacionada con los hechos que investiga, debiendo destruirse los datos conservados por los concesionarios que le sean proporcionados, en caso de que no constituyan prueba idónea o pertinente, debiendo elevar la petición al Juez de Control, como se prevé en el artículo 303 del Código Nacional de Procedimientos Penales que se transcribe:
“Artículo 303. Localización geográfica en tiempo real y solicitud de entrega de datos conservados

Cuando el Ministerio Público considere necesaria la localización geográfica en tiempo real o entrega de datos conservados por los concesionarios de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos de los equipos de comunicación móvil asociados a una línea que se encuentra relacionada con los hechos que se investigan, el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad, podrá solicitar al Juez de control del fuero correspondiente en su caso, por cualquier medio, requiera a los concesionarios de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos, para que proporcionen con la oportunidad y suficiencia necesaria a la autoridad investigadora, la información solicitada para el inmediato desahogo de dichos actos de investigación. Los datos conservados a que refiere este párrafo se destruirán en caso de que no constituyan medio de prueba idóneo o pertinente.
En la solicitud se expresarán los equipos de comunicación móvil relacionados con los hechos que se investigan, señalando los motivos e indicios que sustentan la necesidad de la localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos conservados, su duración y, en su caso, la denominación de la empresa autorizada o proveedora del servicio de telecomunicaciones a través del cual se operan las líneas, números o aparatos que serán objeto de la medida.
La petición deberá ser resuelta por la autoridad judicial de manera inmediata por cualquier medio que garantice su autenticidad, o en audiencia privada con la sola comparecencia del Ministerio Público.
Si la resolución se emite o registra por medios diversos al escrito, los puntos resolutivos de la orden deberán transcribirse y entregarse al Ministerio Público.
En caso de que el Juez de control niegue la orden de localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos conservados, el Ministerio Público podrá subsanar las deficiencias y solicitar nuevamente la orden o podrá apelar la decisión. En este caso la apelación debe ser resuelta en un plazo no mayor de doce horas a partir de que se interponga.
Excepcionalmente, cuando esté en peligro la integridad física o la vida de una persona o se encuentre en riesgo el objeto del delito, así como en hechos relacionados con la privación ilegal de la libertad, secuestro, extorsión o delincuencia organizada, el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad, bajo su más estricta responsabilidad, ordenará directamente la localización geográfica en tiempo real o la entrega de los datos conservados a los concesionarios de telecomunicaciones, los autorizados o proveedores de servicios de aplicaciones y contenidos, quienes deberán atenderla de inmediato y con la suficiencia necesaria. A partir de que se haya cumplimentado el requerimiento, el Ministerio Público deberá informar al Juez de control competente por cualquier medio que garantice su autenticidad, dentro del plazo de cuarenta y ocho horas, a efecto de que ratifique parcial o totalmente de manera inmediata la subsistencia de la medida, sin perjuicio de que el Ministerio Público continúe con su actuación.
Cuando el Juez de control no ratifique la medida a que hace referencia el párrafo anterior, la información obtenida no podrá ser incorporada al procedimiento penal.
Asimismo el Procurador, o el servidor público en quien se delegue la facultad podrá requerir a los sujetos obligados que establece la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, la conservación inmediata de datos contenidos en redes, sistemas o equipos de informática, hasta por un tiempo máximo de noventa días, lo cual deberá realizarse de forma inmediata. La solicitud y entrega de los datos contenidos en redes, sistemas o equipos de informática se llevará a cabo de conformidad por lo previsto por este artículo. Lo anterior sin menoscabo de las obligaciones previstas en materia de conservación de información para las concesionarias y autorizados de telecomunicaciones en términos del artículo 190, fracción II de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.”
Cabe destacar que, incluso en casos en los que se configure la delincuencia organizada, la intervención de comunicaciones privadas debe ser autorizada judicialmente, previa solicitud fundada y motivada en la que se mencione específicamente las líneas, números o aparatos que serán intervenidos, debiendo destruirse los registros que no se relacionen con los delitos investigados, según disponen los artículos 17 y 24 de la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, como se aprecia a continuación:
“Artículo 17.- La solicitud de intervención de comunicaciones privadas deberá estar fundada y motivada, precisar la persona o personas que serán sujetas a la medida; la identificación del lugar o lugares donde se realizará, si fuere posible; el tipo de comunicación a ser intervenida; su duración; el proceso que se llevará a cabo y las líneas, números o aparatos que serán intervenidos y, en su caso, la denominación de la empresa concesionaria del servicio de telecomunicaciones a través del cual se realiza la comunicación objeto de la intervención.
El plazo de la intervención, incluyendo sus prórrogas, no podrá exceder de seis meses. Después de dicho plazo, sólo podrán autorizarse nuevas intervenciones cuando el Ministerio Público de la Federación acredite nuevos elementos que así lo justifiquen.”
“Artículo 24.- El Órgano jurisdiccional ordenará la destrucción de aquellos registros de intervención de comunicaciones privadas que no se relacionen con los delitos investigados o con otros delitos que hayan ameritado la apertura de una investigación diversa, salvo que la defensa solicite que sean preservados por considerarlos útiles para su labor.
Asimismo, ordenará la destrucción de los registros de intervenciones no autorizadas o cuando éstos rebasen los términos de la autorización judicial respectiva.
Los registros serán destruidos cuando se decrete el archivo definitivo, el sobreseimiento o la absolución del imputado. Cuando el agente del Ministerio Público de la Federación decida archivar temporalmente la investigación, los registros podrán ser conservados hasta que el delito prescriba.”
La desproporcionalidad y arbitrariedad de la medida legislativa es evidente y consiste en no permitir la contratación de una línea telefónica móvil o cancelar las que se encuentren en uso por no proporcionar datos biométricos. Esto es desproporcionado y arbitrario pues  con la existencia de disposiciones aplicables a la investigación de delitos, es decir inherentes a la seguridad, en que se exige la intervención de la autoridad judicial, se comprueba  que incluso esta acción debe contar con estricto control judicial, empero, la nueva norma omite este control y deja libre a la autoridad ministerial para acceder a la información del PANAUT..
Más aún, los actos reclamados resultan inconstitucionales al no superar las cuatro etapas del test de proporcionalidad de la medida que, conforme al criterio sustentado por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, debe superar cualquier medida restrictiva de derechos fundamentales, conforme a la tesis que se transcribe:
“Registro digital: 2013156

Instancia: Primera Sala

Décima Época

Materias(s): Constitucional

Tesis: 1a. CCLXIII/2016 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 36, Noviembre de 2016, Tomo II, página 915

Tipo: Aislada

TEST DE PROPORCIONALIDAD. METODOLOGÍA PARA ANALIZAR MEDIDAS LEGISLATIVAS QUE INTERVENGAN CON UN DERECHO FUNDAMENTAL. El examen de la constitucionalidad de una medida legislativa debe realizarse a través de un análisis en dos etapas. En una primera etapa, debe determinarse si la norma impugnada incide en el alcance o contenido inicial del derecho en cuestión. Dicho en otros términos, debe establecerse si la medida legislativa impugnada efectivamente limita al derecho fundamental. De esta manera, en esta primera fase corresponde precisar cuáles son las conductas cubiertas prima facie o inicialmente por el derecho. Una vez hecho lo anterior, debe decidirse si la norma impugnada tiene algún efecto sobre dicha conducta; esto es, si incide en el ámbito de protección prima facie del derecho aludido. Si la conclusión es negativa, el examen debe terminar en esta etapa con la declaración de que la medida legislativa impugnada es constitucional. En cambio, si la conclusión es positiva, debe pasarse a otro nivel de análisis. En esta segunda fase, debe examinarse si en el caso concreto existe una justificación constitucional para que la medida legislativa reduzca o limite la extensión de la protección que otorga inicialmente el derecho. Al respecto, es necesario tener presente que los derechos y sus respectivos límites operan como principios, de tal manera que las relaciones entre el derecho y sus límites encierran una colisión que debe resolverse con ayuda de un método específico denominado test de proporcionalidad. En este orden de ideas, para que las intervenciones que se realizan a algún derecho fundamental sean constitucionales debe corroborarse lo siguiente: (i) que la intervención legislativa persiga un fin constitucionalmente válido; (ii) que la medida resulte idónea para satisfacer en alguna medida su propósito constitucional; (iii) que no existan medidas alternativas igualmente idóneas para lograr dicho fin, pero menos lesivas para el derecho fundamental; y, (iv) que el grado de realización del fin perseguido sea mayor al grado de afectación provocado al derecho fundamental por la medida impugnada. En este contexto, si la medida legislativa no supera el test de proporcionalidad, el derecho fundamental preservará su contenido inicial o prima facie. En cambio, si la ley que limita al derecho se encuentra justificada a la luz del test de proporcionalidad, el contenido definitivo o resultante del derecho será más reducido que el contenido inicial del mismo.”
Así, los actos reclamados no superan este test de proporcionalidad, por lo siguiente:

1. La intervención legislativa, NO persigue un fin constitucionalmente válido, pues la restricción de derechos generada frente al supuesto fin perseguido por la norma no se justifica;

2. La medida no resulta idónea para lograr el supuesto fin perseguido;

3. Existen otras medidas alternativas idóneas para lograr el supuesto fin perseguido, pero que resultan menos lesivas para el derecho fundamental de protección de datos personales; y,

4. El grado de realización del supuesto fin perseguido es menor a la afectación que provoca respecto de los derechos fundamentales del quejoso.

Es por lo anterior que, solicito se otorgue el amparo de la justicia federal al quejoso, para efectos de que se desincorporen de su esfera jurídica los artículos 180 Quáter y Transitorio Cuarto de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.
SEGUNDO.- El Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021, en adelante el Decreto, viola en perjuicio del impetrante los artículos 16 y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en consecuencia el numeral 2, del artículo 11, de la Convención Americana de los Derechos Humanos.
El segundo párrafo del artículo 16 constitucional, en relación con el tratamiento de datos personales, otorga al gobernado el derecho a manifestar su oposición, el cual es violentado por el contenido de los artículos 180 Quáter y Transitorio Cuarto del Decreto, al cancelar la posibilidad de que el solicitante del servicio o el usuario del mismo puedan oponerse a la entrega de sus datos biométricos a una empresa privada para poder acceder o seguir utilizando el servicio concesionado.
En efecto, el artículo 16 constitucional dispone lo siguiente:

“Articulo 16.-  …

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.”
Por su parte los artículos reclamados disponen: 

Artículo 180 Quáter. El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil será obligatorio para el usuario, quien deberá proporcionar identificación oficial, comprobante de domicilio y datos biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica móvil, en términos de lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones administrativas de carácter general que al efecto emita el Instituto.

Cuarto. En el caso del registro de líneas telefónicas móviles, en cualquiera de sus modalidades, adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, contarán con un plazo de dos años a partir de su publicación para cumplir con las obligaciones de registro a que se refiere el presente Decreto.

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, durante el plazo de dos años a que hace referencia el párrafo anterior, deberán realizar una campaña de información dirigida a sus clientes, con la anticipación que les permita cumplir con su obligación de registrar y actualizar sus datos. Para tal efecto los usuarios deberán presentar ante el concesionario o autorizado de que se trate la tarjeta SIM, así como la documentación fehaciente a que hace referencia el artículo 180 Ter de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión o a través de los medios tecnológicos que faciliten a los usuarios el registro. También deberán ser informados de que, en caso de no realizar dicho trámite dentro del plazo señalado, se les cancelará la prestación del servicio relacionado con la línea telefónica móvil de que se trate, sin derecho a reactivación, pago o indemnización alguna.

Transcurrido el plazo señalado para el registro de titulares o propietarios de las líneas telefónicas móviles, el Instituto solicitará a los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, a los autorizados, la cancelación en forma inmediata de aquellas líneas de telefonía móvil, que no hayan sido identificadas o·registradas por los usuarios o clientes.
El derecho a oponerse al tratamiento de datos personales involucra su obtención, en términos del artículo 3, fracción XVIII de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares, la cual dispone que dicho tratamiento, es decir, incluso en su obtención debe mediar el consentimiento del titular, así como que tal tratamiento debe limitarse al cumplimiento de las finalidades previstas en el aviso de privacidad: 

“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:
XVIII. Tratamiento: La obtención, uso, divulgación o almacenamiento de datos personales, por cualquier medio. El uso abarca cualquier acción de acceso, manejo, aprovechamiento, transferencia o disposición de datos personales.”
“Artículo 8.- Todo tratamiento de datos personales estará sujeto al consentimiento de su titular, salvo las excepciones previstas por la presente Ley.”
“Artículo 12.- El tratamiento de datos personales deberá limitarse al cumplimiento de las finalidades previstas en el aviso de privacidad. Si el responsable pretende tratar los datos para un fin distinto que no resulte compatible o análogo a los fines establecidos en aviso de privacidad, se requerirá obtener nuevamente el consentimiento del titular.”
Esos mismos principios están plasmados en los artículos 3, fracción XXXIII, 20 y 22 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.
“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

XXXIII. Tratamiento: Cualquier operación o conjunto de operaciones efectuadas mediante procedimientos manuales o automatizados aplicados a los datos personales, relacionadas con la obtención, uso, registro, organización, conservación, elaboración, utilización, comunicación, difusión, almacenamiento, posesión, acceso, manejo, aprovechamiento, divulgación, transferencia o disposición de datos personales, y

Artículo 20. Cuando no se actualicen algunas de las causales de excepción previstas en el artículo 22 de la presente Ley, el responsable deberá contar con el consentimiento previo del titular para el tratamiento de los datos personales, el cual deberá otorgarse de forma:

I. Libre: Sin que medie error, mala fe, violencia o dolo que puedan afectar la manifestación de voluntad del titular;

II. Específica: Referida a finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas que justifiquen el tratamiento, e

III. Informada: Que el titular tenga conocimiento del aviso de privacidad previo al tratamiento a que serán sometidos sus datos personales.

En la obtención del consentimiento de menores de edad o de personas que se encuentren en estado de interdicción o incapacidad declarada conforme a la ley, se estará a lo dispuesto en las reglas de representación previstas en la legislación civil que resulte aplicable.

Artículo 22. El responsable no estará obligado a recabar el consentimiento del titular para el tratamiento de sus datos personales en los siguientes casos:

I. Cuando una ley así lo disponga, debiendo dichos supuestos ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley, en ningún caso, podrán contravenirla;”

Es claro que los actos reclamados se apartan de la legislación aplicable al tratamiento de datos personales al no prever, y con ello impedir el ejercicio del derecho constitucional a oponerse a la obtención de datos biométricos, al determinar el Legislador como requisito indispensable para acceder al servicio concesionado y permanecer en el mismo, la entrega de dichos datos, sin vincular dicha previsión con las razones enlistadas en el segundo párrafo del artículo 16 constitucional, habiendo sido expuesto que “la seguridad” expresada como argumento central del Legislador no tiene una vinculación directa con la entrega de dichos datos para la conformación de un padrón y la investigación y persecución de delitos.
El principio de supremacía constitucional consagrado en el artículo 133, consistente en el interés superior de aplicación de los preceptos constitucionales y no los textos contrarios a la misma, es vulnerado por los actos reclamados, al obviarse en su contenido toda regulación relativa al derecho de oposición de tratamiento de datos personales previsto en el artículo 16 de la Constitución Federal.

Incluso, el Poder Judicial de la Federación se ha pronunciado en los siguientes criterios, señalando lo siguiente:
Registro digital: 326474

Instancia: Segunda Sala

Quinta Época

Materias(s): Constitucional

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo LXXIII, página 7848

Tipo: Aislada

CONSTITUCION, SUPREMACIA DE LA. Tratándose de leyes reglamentarias de la Constitución, la Suprema Corte ha establecido que, en cada caso particular, debe estudiarse si se afecta, o no, el interés público; y dicho interés no interviene en la inmediata aplicación de leyes reglamentarias de la Constitución, que vulneren o desvirtúen los preceptos de la misma, que se pretenda reglamentar. La misma Suprema Corte ha establecido la supremacía absoluta de la Constitución sobre toda legislación secundaria, y la sociedad y el Estado tienen interés en que se apliquen desde luego los preceptos de aquélla y no los textos contrarios de la misma.

Registro digital: 2017841

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Constitucional

Tesis: (X Región)1o.1 CS (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo III, página 2571

Tipo: Aislada

SUPREMACÍA DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. ES NORMATIVA E IDEOLÓGICA. La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos es la base del sistema jurídico-político nacional, la cual, como Norma Fundamental, establece valores, principios y reglas de observancia para todos los componentes del Estado, llámense autoridades o gobernados. En estas condiciones, cuando un juzgador haga obedecer la Constitución, debe hacer prevalecer sus reglas jurídicas en igual proporción que el espíritu que las anima, esto es, su techo ideológico, pues la supremacía de la Carta Magna es normativa e ideológica; de ahí que tan inconstitucionales son los actos que se apartan de su letra, como los que se encuentran ayunos de su teleología.

Por lo tanto, si los actos reclamados se apartan del contenido constitucional violentan el principio de supremacía constitucional previsto en el artículo 133 de la Norma Fundamental y, por lo tanto, resultan inconstitucionales.

Es por lo anterior que, solicito se otorgue el amparo de la justicia federal al quejoso, para efectos de que se desincorporen de su esfera jurídica los artículos 180 Quáter y Transitorio Cuarto de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el día 16 de abril de 2021.

TERCERO.- El Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021, en adelante el Decreto, viola en perjuicio del impetrante el artículo 6 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
El artículo 6 constitucional establece el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet, libre y sin injerencias arbitrarias.
Articulo 6.- …

El Estado garantizará el derecho de acceso a las tecnologías de la información y comunicación, así como a los servicios de radiodifusión y telecomunicaciones, incluido el de banda ancha e internet. Para tales efectos, el Estado establecerá condiciones de competencia efectiva en la prestación de dichos servicios.

…

B. En materia de radiodifusión y telecomunicaciones:

II. Las telecomunicaciones son servicios públicos de interés general, por lo que el Estado garantizará que sean prestados en condiciones de competencia, calidad, pluralidad, cobertura universal, interconexión, convergencia, continuidad, acceso libre y sin injerencias arbitrarias.

El acceso a las telecomunicaciones es un derecho de toda persona para utilizar las telecomunicaciones con el fin de ejercer y disfrutar del derecho a la libertad de expresión y de comunicación en sentido amplio, sin que sea dable restringirlo ni impedirlo sin causa justificada y regulada legalmente.

La regulación debe ser coherente, congruente, proporcional y atender a una finalidad real, es el caso que el Decreto carece de esas características en razón que se aparta no sólo de disposiciones constitucionales sino incluso de la regulación legislativa específica como ha quedado expuesto, vulnerando con ello no sólo derechos humanos sino la congruencia legislativa que se ha venido construyendo a lo largo de varios años y que tiene como finalidad la protección de los datos personales con la intervención del titular de los mismos en su tratamiento, incluyendo en éste, el consentimiento expreso, libre e informado para su obtención.
La consecuencia de la aplicación de los artículos 180 Quáter y Cuarto Transitorio de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, implican que el derecho de acceso a las telecomunicaciones se torne excluyente, toda vez que quienes no aporten sus datos biométricos, no tendrán acceso a las telecomunicaciones, lo cual significa la vulneración del acceso libre y la creación de una injerencia arbitraria, escudada en el pretexto de la seguridad que no se regula explícitamente en el Decreto.
Ha de señalarse, además que los actos reclamados pueden vulnerar el derecho al respeto de las comunicaciones, y provocar efectos disuasorios en el ejercicio por los usuarios de los medios de comunicaciones disponibles con la telefonía móvil, de su libertad de expresión. 
Es por lo anterior que, solicito se otorgue el amparo de la justicia federal al quejoso, para efectos de que se desincorporen de su esfera jurídica los artículos 180 Quáter y Transitorio Cuarto de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión.
CUARTO.- El Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021, en adelante el Decreto, viola en perjuicio del impetrante el artículo 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El artículo 20 constitucional establece el derecho de presunción de inocencia. No obstante, el Decreto establece que el titular de una línea telefónica se le presumiría culpable de un delito en el supuesto de que el número telefónico usado para cometer un delito o relacionado con su comisión, esté registrado a su nombre. 

Recabar e ingresar datos personales al Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil de manera generalizada e indiferenciada se aplicaría a personas respecto de las cuales no existe ningún indicio que permita pensar que su comportamiento puede guardar relación, directa o indirecta con la comisión de delitos, es decir, sin que se acredite una relación entre los datos y algún delito. 
Al respecto, como ha sido previamente señalado en este escrito, cuando existen conductas delictivas cometidas mediante el uso de líneas telefónicas, la autoridad investigadora, previa solicitud judicial, puede acceder en tiempo real a los datos y localización de dicha línea.

La interpretación del derecho de la presunción de inocencia se relaciona directamente con lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución que señala que toda persona goza de los derechos establecidos en ella y en los tratados internacionales. 

En ese sentido, de acuerdo con la Declaración Universal de Derechos Humanos señala en su artículo 11(1): “Toda persona acusada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y en juicio público en el que se le hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa.

Asimismo, cabe mencionar la siguiente tesis:

“Registro digital: 172433

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Penal

Tesis: 2a. XXXV/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXV, Mayo de 2007, página 1186

Tipo: Aislada

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ALCANCES DE ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL. El principio de presunción de inocencia que en materia procesal penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al acusador, es un derecho fundamental que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos reconoce y garantiza en general, cuyo alcance trasciende la órbita del debido proceso, pues con su aplicación se garantiza la protección de otros derechos fundamentales como son la dignidad humana, la libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares. En consecuencia, este principio opera también en las situaciones extraprocesales y constituye el derecho a recibir la consideración y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter delictivo o en otro tipo de infracciones mientras no se demuestre la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a tales hechos, en cualquier materia.

Amparo en revisión 89/2007. 21 de marzo de 2007. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Marat Paredes Montiel.”
Es por lo anterior que, solicito se otorgue el amparo de la justicia federal al quejoso, para efectos de que se desincorporen de su esfera jurídica los actos reclamados.

QUINTO.- Los actos reclamados violan en perjuicio del impetrante el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

El segundo párrafo del artículo 16 constitucional dispone que la ley establecerá los supuestos de excepción a los principios del tratamiento de datos personales, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros, el cual es violentado por el contenido de los artículos 180 Bis, 180 Quáter, 180 Quintes y Transitorio Cuarto del Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021, en adelante el Decreto, al suprimir el régimen de excepción y determinarlo como regla general para todo usuario de una línea telefónica móvil sin explicitar las finalidades concretas de la obtención y tratamiento de Datos Personales por los concesionarios o autorizados y tampoco de tratamiento por el Instituto Federal de Telecomunicaciones, lo cual no se satisface con la mención de un “único fin” del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil.
“Articulo 16.-  …

Toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, al acceso, rectificación y cancelación de los mismos, así como a manifestar su oposición, en los términos que fije la ley, la cual establecerá los supuestos de excepción a los principios que rijan el tratamiento de datos, por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger los derechos de terceros.

Artículo 180 Bis. El Instituto expedirá las disposiciones administrativas de carácter general para la debida operación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, el cual es una base de datos con información de las personas físicas o morales titulares de cada línea telefónica móvil que cuenten con número del Plan Técnico Fundamental de Numeración y cuyo único fin es el de colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil presume, con independencia de lo previsto en las leyes aplicables, la existencia de la misma, su pertenencia a la persona que aparece en aquél como titular o propietaria, así como la validez de los actos jurídicos que se relacionan con el respectivo contrato de prestación de servicios en sus diferentes modalidades y que obran en el Padrón salvo prueba en contrario, de conformidad con lo establecido en el artículo 20, Apartado B, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 180 Bis. El Instituto expedirá las disposiciones administrativas de carácter general para la debida operación del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, el cual es una base de datos con información de las personas físicas o morales titulares de cada línea telefónica móvil que cuenten con número del Plan Técnico Fundamental de Numeración y cuyo único fin es el de colaborar con las autoridades competentes en materia de seguridad y justicia en asuntos relacionados con la comisión de delitos en los términos de las disposiciones jurídicas aplicables.

El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil presume, con independencia de lo previsto en las leyes aplicables, la existencia de la misma, su pertenencia a la persona que aparece en aquél como titular o propietaria, así como la validez de los actos jurídicos que se relacionan con el respectivo contrato de prestación de servicios en sus diferentes modalidades y que obran en el Padrón salvo prueba en contrario, de conformidad con lo establecido en el artículo 20, Apartado B, fracción I de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y las demás disposiciones jurídicas aplicables.

Artículo 180 Quáter. El registro del número de una línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil será obligatorio para el usuario, quien deberá proporcionar identificación oficial, comprobante de domicilio y datos biométricos, para la activación del servicio de la línea telefónica móvil, en términos de lo establecido en la presente Ley y en las disposiciones administrativas de carácter general que al efecto emita el Instituto.

Artículo 180 Quintes. Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, deberán recabar e ingresar la información sobre la identidad, datos biométricos y domicilio del usuario, así como proporcionar la información con la cual se integrará el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil.

Para efectos de lo anterior se utilizarán medios digitales y se permitirán medios remotos, siempre que se garantice la veracidad e integridad de la información, conforme a las disposiciones administrativas de carácter general que emita el Instituto.

Los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, registrarán la información relativa a altas, bajas, y demás movimientos asociados a la línea telefónica móvil, que permitan mantener actualizado el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil.

Los avisos a que se refiere el artículo 180 Ter, fracción X, de esta Ley se presentarán por los medios y en los plazos que se establezcan en las disposiciones administrativas de carácter general que emita el Instituto, considerando las tecnologías y métodos más modernos y de fácil utilización.

En caso de que el aviso contenga datos equívocos o incongruentes con los asientos que obren en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil, el Instituto prevendrá al concesionario de telecomunicaciones o, en su caso, al autorizado que haya presentado el aviso para que realice las aclaraciones respectivas, de conformidad con las disposiciones administrativas aplicables.

El usuario titular del servicio que no reconozca como propio un número de línea telefónica móvil vinculado a su nombre o denominación social, podrá solicitar al Instituto, al concesionario de telefonía o, en su caso, al autorizado, la actualización de la información correspondiente o su baja del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil de conformidad con lo establecido en las disposiciones administrativas aplicables.

La baja de un número de línea telefónica móvil en el Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil no implica la eliminación del registro correspondiente, el registro del número asociado a dicha persona se mantendrá por un plazo de seis meses.

Cuarto. En el caso del registro de líneas telefónicas móviles, en cualquiera de sus modalidades, adquiridas con anterioridad a la entrada en vigor del presente Decreto, los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, contarán con un plazo de dos años a partir de su publicación para cumplir con las obligaciones de registro a que se refiere el presente Decreto.

El Gobierno Federal, a través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes y el Instituto Federal de Telecomunicaciones, así como los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, los autorizados, durante el plazo de dos años a que hace referencia el párrafo anterior, deberán realizar una campaña de información dirigida a sus clientes, con la anticipación que les permita cumplir con su obligación de registrar y actualizar sus datos. Para tal efecto los usuarios deberán presentar ante el concesionario o autorizado de que se trate la tarjeta SIM, así como la documentación fehaciente a que hace referencia el artículo 180 Ter de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión o a través de los medios tecnológicos que faciliten a los usuarios el registro. También deberán ser informados de que, en caso de no realizar dicho trámite dentro del plazo señalado, se les cancelará la prestación del servicio relacionado con la línea telefónica móvil de que se trate, sin derecho a reactivación, pago o indemnización alguna.

Transcurrido el plazo señalado para el registro de titulares o propietarios de las líneas telefónicas móviles, el Instituto solicitará a los concesionarios de telecomunicaciones y, en su caso, a los autorizados, la cancelación en forma inmediata de aquellas líneas de telefonía móvil, que no hayan sido identificadas o·registradas por los usuarios o clientes.”
El régimen de excepción a los principios que regulan el tratamiento de datos personales están previstos, entre otros, en los artículos 3, 6, 7, 8, 9, 10 y 11 de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares: 

“Artículo 3.- Para los efectos de esta Ley, se entenderá por:

XVIII. Tratamiento: La obtención, uso, divulgación o almacenamiento de datos personales, por cualquier medio. El uso abarca cualquier acción de acceso, manejo, aprovechamiento, transferencia o disposición de datos personales.

Artículo 6.- Los responsables en el tratamiento de datos personales, deberán observar los principios de licitud, consentimiento, información, calidad, finalidad, lealtad, proporcionalidad y responsabilidad, previstos en la Ley.

Artículo 7.- Los datos personales deberán recabarse y tratarse de manera lícita conforme a las disposiciones establecidas por esta Ley y demás normatividad aplicable.

La obtención de datos personales no debe hacerse a través de medios engañosos o fraudulentos.

En todo tratamiento de datos personales, se presume que existe la expectativa razonable de privacidad, entendida como la confianza que deposita cualquier persona en otra, respecto de que los datos personales proporcionados entre ellos serán tratados conforme a lo que acordaron las partes en los términos establecidos por esta Ley.

“Artículo 8.- Todo tratamiento de datos personales estará sujeto al consentimiento de su titular, salvo las excepciones previstas por la presente Ley.

El consentimiento será expreso cuando la voluntad se manifieste verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos o por cualquier otra tecnología, o por signos inequívocos.

Se entenderá que el titular consiente tácitamente el tratamiento de sus datos, cuando habiéndose puesto a su disposición el aviso de privacidad, no manifieste su oposición.

Los datos financieros o patrimoniales requerirán el consentimiento expreso de su titular, salvo las excepciones a que se refieren los artículos 10 y 37 de la presente Ley.

El consentimiento podrá ser revocado en cualquier momento sin que se le atribuyan efectos retroactivos. Para revocar el consentimiento, el responsable deberá, en el aviso de privacidad, establecer los mecanismos y procedimientos para ello.

Artículo 9.- Tratándose de datos personales sensibles, el responsable deberá obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su tratamiento, a través de su firma autógrafa, firma electrónica, o cualquier mecanismo de autenticación que al efecto se establezca.

No podrán crearse bases de datos que contengan datos personales sensibles, sin que se justifique la creación de las mismas para finalidades legítimas, concretas y acordes con las actividades o fines explícitos que persigue el sujeto regulado.

Artículo 10.- No será necesario el consentimiento para el tratamiento de los datos personales cuando:

I.
Esté previsto en una Ley;

II.
Los datos figuren en fuentes de acceso público;

III.
Los datos personales se sometan a un procedimiento previo de disociación;

IV.
Tenga el propósito de cumplir obligaciones derivadas de una relación jurídica entre el titular y el responsable;

V.
Exista una situación de emergencia que potencialmente pueda dañar a un individuo en su persona o en sus bienes;

VI.
Sean indispensables para la atención médica, la prevención, diagnóstico, la prestación de asistencia sanitaria, tratamientos médicos o la gestión de servicios sanitarios, mientras el titular no esté en condiciones de otorgar el consentimiento, en los términos que establece la Ley General de Salud y demás disposiciones jurídicas aplicables y que dicho tratamiento de datos se realice por una persona sujeta al secreto profesional u obligación equivalente, o

VII.
Se dicte resolución de autoridad competente.

Artículo 11.- El responsable procurará que los datos personales contenidos en las bases de datos sean pertinentes, correctos y actualizados para los fines para los cuales fueron recabados.

Cuando los datos de carácter personal hayan dejado de ser necesarios para el cumplimiento de las finalidades previstas por el aviso de privacidad y las disposiciones legales aplicables, deberán ser cancelados.

El responsable de la base de datos estará obligado a eliminar la información relativa al incumplimiento de obligaciones contractuales, una vez que transcurra un plazo de setenta y dos meses, contado a partir de la fecha calendario en que se presente el mencionado incumplimiento.”
En el mismo sentido, los artículos 3, fracción XXXIII y 16 a 21 de la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados.

“Artículo 3. Para los efectos de la presente Ley se entenderá por:

XXXIII.
Tratamiento: Cualquier operación o conjunto de operaciones efectuadas mediante procedimientos manuales o automatizados aplicados a los datos personales, relacionadas con la obtención, uso, registro, organización, conservación, elaboración, utilización, comunicación, difusión, almacenamiento, posesión, acceso, manejo, aprovechamiento, divulgación, transferencia o disposición de datos personales, y

Artículo 16. El responsable deberá observar los principios de licitud, finalidad, lealtad, consentimiento, calidad, proporcionalidad, información y responsabilidad en el tratamiento de datos personales.

Artículo 17. El tratamiento de datos personales por parte del responsable deberá sujetarse a las facultades o atribuciones que la normatividad aplicable le confiera.

Artículo 18. Todo tratamiento de datos personales que efectúe el responsable deberá estar justificado por finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas, relacionadas con las atribuciones que la normatividad aplicable les confiera.
El responsable podrá tratar datos personales para finalidades distintas a aquéllas establecidas en el aviso de privacidad, siempre y cuando cuente con atribuciones conferidas en la ley y medie el consentimiento del titular, salvo que sea una persona reportada como desaparecida, en los términos previstos en la presente Ley y demás disposiciones que resulten aplicables en la materia.

Artículo 19. El responsable no deberá obtener y tratar datos personales, a través de medios engañosos o fraudulentos, privilegiando la protección de los intereses del titular y la expectativa razonable de privacidad.

Artículo 20. Cuando no se actualicen algunas de las causales de excepción previstas en el artículo 22 de la presente Ley, el responsable deberá contar con el consentimiento previo del titular para el tratamiento de los datos personales, el cual deberá otorgarse de forma:

I.
Libre: Sin que medie error, mala fe, violencia o dolo que puedan afectar la manifestación de voluntad del titular;

II.
Específica: Referida a finalidades concretas, lícitas, explícitas y legítimas que justifiquen el tratamiento, e

III.
Informada: Que el titular tenga conocimiento del aviso de privacidad previo al tratamiento a que serán sometidos sus datos personales.

En la obtención del consentimiento de menores de edad o de personas que se encuentren en estado de interdicción o incapacidad declarada conforme a la ley, se estará a lo dispuesto en las reglas de representación previstas en la legislación civil que resulte aplicable.

Artículo 21. El consentimiento podrá manifestarse de forma expresa o tácita. Se deberá entender que el consentimiento es expreso cuando la voluntad del titular se manifieste verbalmente, por escrito, por medios electrónicos, ópticos, signos inequívocos o por cualquier otra tecnología.

El consentimiento será tácito cuando habiéndose puesto a disposición del titular el aviso de privacidad, éste no manifieste su voluntad en sentido contrario.

Por regla general será válido el consentimiento tácito, salvo que la ley o las disposiciones aplicables exijan que la voluntad del titular se manifieste expresamente.

Tratándose de datos personales sensibles el responsable deberá obtener el consentimiento expreso y por escrito del titular para su tratamiento, a través de su firma autógrafa, firma electrónica o cualquier mecanismo de autenticación que al efecto se establezca, salvo en los casos previstos en el artículo 22 de esta Ley.

Artículo 22. El responsable no estará obligado a recabar el consentimiento del titular para el tratamiento de sus datos personales en los siguientes casos:

I.
Cuando una ley así lo disponga, debiendo dichos supuestos ser acordes con las bases, principios y disposiciones establecidos en esta Ley, en ningún caso, podrán contravenirla;

II.
Cuando las transferencias que se realicen entre responsables, sean sobre datos personales que se utilicen para el ejercicio de facultades propias, compatibles o análogas con la finalidad que motivó el tratamiento de los datos personales;

III. Cuando exista una orden judicial, resolución o mandato fundado y motivado de autoridad competente;

IV. Para el reconocimiento o defensa de derechos del titular ante autoridad competente;

V. Cuando los datos personales se requieran para ejercer un derecho o cumplir obligaciones derivadas de una relación jurídica entre el titular y el responsable;

VI. Cuando exista una situación de emergencia que potencialmente pueda dañar a un individuo en su persona o en sus bienes;

VII. Cuando los datos personales sean necesarios para efectuar un tratamiento para la prevención, diagnóstico, la prestación de asistencia sanitaria;

VIII. Cuando los datos personales figuren en fuentes de acceso público;

IX. Cuando los datos personales se sometan a un procedimiento previo de disociación, o

X. Cuando el titular de los datos personales sea una persona reportada como desaparecida en los términos de la ley en la materia.”
Los actos reclamados no pueden considerarse justificados en el contexto del marco jurídico de protección de datos personales, particularmente la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados que al referirse expresamente a las bases de datos en posesión de instancias de Seguridad, Procuración y Administración de Justicia expresamente dispone que en el tratamiento de datos personales y el uso de bases de datos para su almacenamiento, se deberán cumplir los principios del Título Segundo de la ley y limita tanto la obtención como el tratamiento a “supuestos y categorías de datos que resulten necesarios y proporcionales para el ejercicio de las funciones”, tal y como lo establecen los artículos 80 y 81 de dicho ordenamiento legal.
“Artículo 80. La obtención y tratamiento de datos personales, en términos de lo que dispone esta Ley, por parte de las sujetos obligados competentes en instancias de seguridad, procuración y administración de justicia, está limitada a aquellos supuestos y categorías de datos que resulten necesarios y proporcionales para el ejercicio de las funciones en materia de seguridad nacional, seguridad pública, o para la prevención o persecución de los delitos. Deberán ser almacenados en las bases de datos establecidas para tal efecto.

Las autoridades que accedan y almacenen los datos personales que se recaben por los particulares en cumplimiento de las disposiciones legales correspondientes, deberán cumplir con las disposiciones señaladas en el presente Capítulo.

Artículo 81. En el tratamiento de datos personales así como en el uso de las bases de datos para su almacenamiento, que realicen los sujetos obligados competentes de las instancias de seguridad, procuración y administración de justicia deberá cumplir con los principios establecidos en el Título Segundo de la presente Ley.

Las comunicaciones privadas son inviolables. Exclusivamente la autoridad judicial federal, a petición de la autoridad federal que faculte la ley o del titular del Ministerio Público de la entidad federativa correspondiente, podrá autorizar la intervención de cualquier comunicación privada.”

Es claro que los actos reclamados no atienden a los principios de finalidad y proporcionalidad de la obtención y tratamiento de datos personales.  De tales actos, no se desprende cuál es la finalidad concreta del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil acorde con las actividades, fines o atribuciones de los responsables.

No se da contenido a “colaborar con las autoridades competentes” ni el “único fin” de “colaborar con las autoridades competentes” configura una finalidad concreta, explícita ni legítima, incumpliendo así los principios que regulan la obtención y tratamiento de datos personales transcritos, que de acuerdo a lo que dispone la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, no pueden ser contravenidos por ley alguna en la obtención del consentimiento del titular para el tratamiento de sus Datos Personales. 

Al disponer el ingreso generalizado e indiferenciado al Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil que “llevará” el Instituto Federal de Telecomunicaciones, de la información por los concesionarios de telecomunicaciones, obtención y tratamiento en aplicación del Decreto que se dispone generalizada sin diferenciación, limitación o excepción alguna ni criterio objetivo alguno, condiciones materiales y de procedimiento que garanticen que las autoridades que tendrán acceso a los datos, podrán utilizarlos exclusivamente a efecto de prevenir, detectar o perseguir penalmente algún ilícito que por su gravedad pudiera justificar tal injerencia.  

Los actos reclamados confunden la naturaleza de la obtención y tratamiento de Datos Personales para realizar la prestación de servicios a cargo de concesionarios y autorizados, con el tratamiento que pretende vinculado con el “único fin” del Padrón Nacional de Usuarios de Telefonía Móvil. 

Los Datos Personales relativos a los usuarios que actualmente son recabados y tratados por los concesionarios o autorizados, tienen una finalidad comercial que es la prestación del servicio de telefonía móvil, de manera que resulta inexplicable e injustificado, imponerles ahora la obligación de recabar datos adicionales que no son indispensables para la prestación del servicio, lo que lleva a la conclusión de que dichos Datos Personales exigibles por la aplicación del El Decreto por el cual se Reforman y Adicionan diversas disposiciones de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión, publicado el día 16 de abril de 2021 y el Decreto mismo, no cumplen con los principios de finalidad y proporcionalidad previstos en el Capítulo II de la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de los Particulares.

Son datos que no tienen como propósito el cumplimiento de las obligaciones derivadas de la relación jurídica de la prestación del servicio entre el usuario y el concesionario o autorizado, tampoco son pertinentes para el fin de prestación del servicio, dicho servicio se ha venido prestando sin la necesidad de recabar dichos datos, y con la reforma, los actos concretos de recabar e ingresar por parte de los concesionarios y autorizados, los Datos Personales señalados en el artículo 189  Ter del Decreto citado, no se justifican con “el único fin de colaborar con las autoridades competentes” a que se refiere en el artículo 180 Bis del Decreto referido. 

Es por lo anterior que, solicito se otorgue el amparo de la justicia federal al quejoso para efectos de que se desincorporen de su esfera jurídica los actos reclamados. 

SEXTO.- Al haberse demostrado plenamente que los artículos reclamados de la Ley Federal de Telecomunicaciones y Radiodifusión resultan directamente violatorios de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los demás actos reclamados en la presente demanda de amparo, también resultan inconstitucionales.

En efecto, los demás actos reclamados en la presente demanda de amparo, como lo es la inminente recepción de datos personales, incluyendo biométricos, del quejoso y su inclusión en el PANAUT, o la inminente cancelación o negativa de otorgamiento de líneas telefónicas móviles,  resultan inconstitucionales, al encontrar sustento en normas que, como se acreditó plenamente en los anteriores Conceptos de Violación, resultan contrarias al orden constitucional y convencional.

Por lo tanto, también se deberá conceder el amparo y protección de la Justicia de la Unión a la ahora quejosa en contra de estos actos reclamados.
IX.- DE LA SUSPENSIÓN DEL ACTO.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 125, 128 y 130 de la Ley de Amparo, solicito la suspensión provisional y en su momento se dicte la suspensión definitiva, toda vez que no se sigue perjuicio al interés social ni se contravienen disposiciones de orden público, pues no se actualiza ninguno de los supuestos contenidos en el artículo 129 del mismo ordenamiento legal. 

Se actualiza, además, lo señalado en el artículo 148, primer párrafo, de la Ley de Amparo, siendo claro que es posible suspender los efectos y consecuencias que me perjudican derivado de la aplicación del Decreto que se ha señalado como acto reclamado.

La suspensión se solicita en el sentido en que no sean aplicados, durante el trámite del juicio, los artículos reclamados de la Ley Federal De Telecomunicaciones y Radiodifusión, sirviendo de sustento la tesis que a continuación se transcribe:
“Registro digital: 195898

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: I.7o.A.3 K          

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo VIII, Julio de 1998, página 401

Tipo: Aislada

SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. PROCEDE TRATÁNDOSE DE LEYES AUTOAPLICATIVAS. Tratándose de leyes que por su sola vigencia obligan al  gobernado a realizar una conducta de hacer, de no hacer o de dar son impugnables desde su publicación mediante la acción constitucional, toda vez que sus efectos no quedan supeditados a un acto posterior futuro e incierto por parte de la  autoridad, sino contrariamente, el incumplimiento de dicha disposición legal por parte del obligado generaría sanciones de diversos tipos cuya aplicación es oficiosa por parte del Estado, de lo que se colige que constituyen actos razonables futuros que son susceptibles de suspensión ya que en principio el fin de esta institución es evitar a la parte quejosa perjuicios de difícil reparación, así como evitar que se dificulte el retorno de las cosas al estado que tenían en caso de concederse el amparo.”
Se acredita además una apariencia del buen derecho del suscrito, por los siguientes motivos:

Tal como lo acredito con lo narrado en la presente demanda, existe un marco constitucional y legal que protege de manera sistemática, los derechos a la privacidad, a la certeza y legalidad jurídica, los derechos de protección de datos personales y los derechos conocidos como ARCO, así como el derecho a la presunción de inocencia y al acceso a las telecomunicaciones. 

Es claro también que los actos reclamados implican una afectación directa a dichos derechos, lo que además contraviene el principio pro persona y el principio de progresividad de los derechos humanos, reconocidos en el artículo 1º de nuestra Constitución.

En tal contexto, un análisis superficial, como el que implica el análisis de la apariencia del buen derecho muestra que la medida consistente en la entrega de datos personales y biométricos para registrar una línea de telefonía móvil en el PANAUT, podría no ser idónea ni proporcional, ya que no se advierte una relación directa o causal entre la existencia de ese padrón y una mejor investigación y persecución de los delitos, es decir, el grado de realización del fin perseguido no necesariamente será mayor que la afectación a los derechos mencionados previamente.

Lo anterior, a su vez, guarda relación con el artículo 16, segundo párrafo, de la Constitución, en el que se reconoce que toda persona tiene derecho a la protección de sus datos personales, dentro de los que se ubican los datos incorporados en las identificaciones oficiales, en un comprobante de domicilio y, desde luego, los biométricos, cuya excepción solo puede darse por razones de seguridad nacional, disposiciones de orden público, seguridad y salud públicas o para proteger derechos de terceros.

En tal contexto, es claro que existe en mi favor una apariencia del buen derecho que reclamo, por lo que debe considerarse como procedente la determinación de la suspensión provisional solicitada, así como, en su momento procesal oportuno, se resuelva como definitiva.

X.- PRUEBAS

A. LA DOCUMENTAL PRIVADA consistente en COPIA SIMPLEDEL ESTADO DE CUENTA a nombre de __________________; emitido por la empresa __________, respecto de la línea telefónica celular con número, correspondiente al mes de _____ de 2021.
Documento que se ofrece para acreditar el interés que tiene el suscrito en promover el presente juicio de amparo.

B. PRESUNCIONAL EN SU DOBLE ASPECTO LEGAL Y HUMANA, en todo lo que favorezca a los intereses de la quejosa, fundando lo dispuesto por el artículo 119 de la Ley de Amparo y demás relativos y aplicables de la misma ley de la materia; medio probatorio, que relaciono con todos los numerales contenidos en el presente escrito.

C. INSTRUMENTAL DE ACTUACIONES, consistente en todo lo actuado en el expediente, así como todo lo que favorezca a los intereses del quejoso; medio probatorio que relaciono con todos los numerales contenidos en el presente escrito.

D. LA DOCUMENTAL PÚBLICA, consistente en el auto de fecha 19 de abril de 2021, dictado por el Juez Segundo de Distrito en Materia Administrativa, Especializado en Competencia Económica, Radiodifusión y Telecomunicaciones, dentro del juicio de amparo 271/2021, que se ofrece pero no se exhibe, al ser un hecho notorio al estar contenida la versión electrónica del mismo en el SISE de ese Poder Judicial de la Federación.

X.- AUTORIZACIÓN PARA CONSULTA Y NOTIFICACIONES ELECTRÓNICAS.
Adicionalmente, de conformidad con lo establecido en el artículo 3 de la Ley de Amparo, solicito se autorice la consulta, promoción y notificaciones vía el Portal Electrónico del Poder Judicial de la Federación, del expediente electrónico que al efecto se inicie, a través del usuario siguiente:

· __________________, con nombre de usuario: ______________.
XI. TRANSPARENCIA Y ACCESO A LA INFORMACIÓN

Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 120 de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, manifiesto mi formal y expresa oposición a que se publiquen mis datos personales.

POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO Y FUNDADO, de la forma más atenta y respetuosa solicito:

PRIMERO. Tener por presentada esta demanda de amparo indirecto, en tiempo y forma, y ordenar que se abra cuaderno principal para dar curso al procedimiento correspondiente.

SEGUNDO. Tener por autorizados a los profesionistas y personas señaladas en el proemio de esta demanda, a efecto de que puedan intervenir en el juicio que de ella va a derivar, con las facultades y limites que señala la legislación aplicable.

TERCERO. Autorizar la consulta, promoción y notificación vía internet del expediente electrónico que se abra derivado de la interposición del presente juicio, de conformidad con el artículo 3 de la Ley de Amparo

CUARTO. Solicitar a las autoridades señaladas como responsables los informes requeridos por la Ley de Amparo, así como toda la información que sea necesaria para el buen desarrollo del juicio.

QUINTO. Otorgar la suspensión provisional de los actos reclamados y, en su momento, la definitiva.

SEXTO. En el momento procesal oportuno, dictar sentencia favorable al suscrito, declarando la inconstitucionalidad de los actos y omisiones reclamados, precisando los efectos determinados por la fracción II del artículo 77 de la Ley de Amparo, y asegurando en consecuencia mis derechos humanos.

PROTESTO LO NECESARIO

C. ______________________________
___________, a ___ de _____ de 2021
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